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por aquél y de esta declaración se ratificó ante el Juez. Por todo­
eUo, los datos recogidos en la investigación son suficientes para que
el Juez pudiera formar su convicción de que el perro caus:lnte de
10$ daños era propiedad del recurrente. por io que no puede decirse
que se haya vulnerado la pre~nción de inocencia. Concluye
·pidiendo la desestimación del recurso.

Quinto.-También en el plazo otorgado formuló sus alegaciones
la representación del recurrente, Que se ratificó en lo expuesto en
la demanda y reiteró la solicitud de amparo.

Sexto.-Por providencia de la Sala Primera de 13 de febrero de
1985. se señaló el día 20 de febrero del presente año para
deliberación y fallo.

11. FUNDAMENTOS JURIDICOS

Primero.-El recurrente impugna la Sentencia del Juzgado de
Distrito que le condenó como autor de una falta tipificada en el arto
600 en relación con el 582:2 del Códi~o Penal y la del Juzgado de
Instrucción que la confirmó en apelaCIón. porque ambas resolucio­
nes judiciales habían vulnerado el derecho a la presunción de
inocencia consagrado en el arto 24.2 de la Constitución. Los hechos
que motivan el recurso son. en síntesis, que a raíz de los daños
causados en un rebaño de ovejas por dos perros, uno de ellos fue
identificado por el dueño del rebaño, y las Sentencias impugnadas
consideran probado que su propietario era el recurrente. por lo ~ue
éste fue condenado con arreglo a los citados precel?tos del CÓdIgO
Penal. por no haber actuado con la debida diligencia al haber
dejado suelto id animal y en disposición de causar mal. sin haber
previsto el resultado dañoso y habiendo podido evitarlo, de haber
obrado con la precaución adecuada. La presunción de inocencia
puede ser invocada en este caso. ya que se atribuye a una persona
una condición. la de propietario de un atUmal causante de un daño,
que de estimarse probada acarrearía su responsabilidad penal con
arreglo a los preceptos del Código Penal antes citados.

Segundo.-Como reiteradas veces ha dicho este Tnbunal a partir
de la Sentencia 31/1981 de 13 de a$osto, la presunción de inocencia
queda desvirtuada únicamente SI existe una mínima actividad
probatoria de cargo que permita al Juzgador valorarla en concien­
cia de acuer~o con el principio de libre apreciación de la prueba

Pleno. Recurso de inconstitucionalidad núm.
208/1984. Sentencia núm. 26/1985. de 22 de febrero

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por don
Manuel García~~elayo y Alonso. Presidente, y don Jerónimo
Arozamena Sierra, don Ane;eI Latorre Segura. don Manuel Díez de
Velasco Vallejo, don FranCISCo Rubio Llorente. doña Gloria Begué
Cantón. don Luis Díez Picazo, don Francisco Tomás y Valiente.
don Rafael Gómez-Ferrer Morant, don Angel Escudero del Corral,
don Antonio Truyol Serra y don Francisco Pera Verdaguer,
Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de inconstitucionalidad núm. 208/1984. promovi­
do por el Defensor del Pueblo. contra el· inciso «más representanti­
vas. de conformidad con la disposición adicional sexta de la Ley
8/1980, de 10 de marzo, del Estatuto de los Trabajadore""
contenido en la Sección 19. Servicio 01, Ministerio y Subsecretaría.
Programa 132, de la Ley 44/1983, de 28 de diciembre, de
Presupuestos Generales del Estado para 1984. publicada en el
«Boletin Oficial del Estado» de 30 de diciembre. Ha sido parte el
Gobierno de la Nación. representado por el Abogado del Estado, y
ponente el Magistrado don Jerónimo Arozamena Sierra, quien
expresa el parecer del Tribunal.

I. ANTECEDENTES

l. En, 28 de marzo de 1984 el Defensor del Pueblo, en ejercicio
de la legmmaclOn confenda por los arts. 162.1 de la ConStitUCIón.
32.1 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional (LOTC), y 29
de la Ley Orgánica del Defensor del Pueblo. interpone recurso de
inconstitucionalidad contra el inciso «más representantivas, de
conformidad con la disposición adicional sexta de la Ley 8/1980,
de 10 de marzo. del Estatuto de los Trabajadores ...», contenido en
la Sección 19, Servicio 01, Ministerio y Subsecretaría, Programa
132, de la Ley 44/1983, de 28 de diciembre, de Presupuestos
Generales del Estado para 1984, por estimar que el mismo vulnera
l~s arts. 28.1, 7 Y 14 de la Constitución, con la súplica de que se.
dicte en su dia Sentencia por la que se declare la ¡nconstitucionali­
dad del mismo.

recogi11o en el arto 741 de la Ley de Enjuiciamiento Criminal. En
este caso, del examen de las actuaciones resulta que se practicó una
amplia actividad probatoria dada la índole del caso, con diversas
investigaciones de la Guardia Civil. que culminaron en el descubri~
miento de que uno de los perros causantes .del !iaño fue ballado e
identificado en una perrera de Guadalupe, pueblo cercano a aquel
en que tuvieron lugar los hechos. De la declaración del dueño de
la perrera, prestada ante la Guardia Civil y ratificada ante el Juez,
aparece que el recurrente le entregó el citado animal después de
producirse los daños. sin decirle nada de lo ocurrido. Este hecho se
hace figurar en el primer considerando de la Seatencia del Juez de
Instrucción como elemento decisivo para acredit:ar la propiedad del
perro. sin q~e 10 desvinúe la explicación que da el recurrente en la
demanda-de amparo de Que fue conminado desde el principio a 9,ue
tuviese en su poder al perro «hasta que esto se aclare». pues no dIce
quién le conminó. ni con qué autondad, ni aparecen tales datos en
autos, ni concuerda con la declaración del dueño de la perrera de
que el recurrente no le explicó nada de lo ocurrido. Todo ello. con
el resultado del resto de las investigaciones practicadas, permite
afirmar que existió en este caso el mínimo de actividad probatoria
de cargo. exigido por nuestra jurisprudencia, para desvirtuar la
presunción de irtocencia -'/. no se dio, por tanto, la vulneración del
arto 24.2 de la ConstitUCIón.

FALLO

En atención a lo expuesto. el Tribunal Constitucional. POR LA
AUTORIDAD QUE. LE CONFIERE LA CONSTITUCION DE
LA NACION ESl'ANOLA,

Ha decidido

Denegar el amparo solicitado.

Publíquese esta Sente.ncia en el «Boletín Oficial del Estado».

Dada en Madrid a 22 de feorero de 1985.-Manuel Garcia
Pelayo Alonso.-Angel Latorre Segura.-Manuel Diez de Velaseo
Vallejo.-Gloria Begué Cantón.-Rafael Gómez-Ferrer Mo­
rant.·-Angel Escudero del Corral.-Firmados y rubricados.

2. Como antecedentes dHu recurso, el Defensor del Pueblo se
refiere a la Ley 44/1982, de 26 de diciembre, de Presupuestos
Generales del Estado para 1982, y a las diversas vicisitudes ague
dio lugar su aplicación. incluidas las Sentencias de la Sección I.a de
lo Contencioso-Administrativo de la Audiencia Nacional de 16 de
octubre de 1982 y del Tribunal SUp'remo de 28 de febrero de 1983,
posteriormente revocada por el Tnbunal Constitucional en Senten­
cia número 102/1983. de 18 de noviembre. referente a los recursos
de amparo acumulados 202 y 22 de 1983, promovidos por la Unión
General de Trabajadores (UGT) y Confederación Sindical de
Comisiones Obreras (Ce. 00), al entender que la falta de emplaza­
miento de ambas centrales vulneraba el arto 24.1 de la Constitución
española, por lo que. sin pronunciarse sobre· el fondo del asunto,
ordenó retrotraer las aet\ijlciones al momento inmediato posterior
al de recepción del expediente por la Audiencia Nacional.

La Ley de 28 de diciembre de 1983, de Presupuestos Generales
del Estado para el año 1984, establece una subvención de 976
millones de pesetas, dentro de la Sección 19. Servicio 01, Ministe­
rio y Subsecretaria, Programa 132, redactada en los siguientes
términos:

AA las Centrales Sindicales más representativas. de
conformidad con la disposición adicional sexta de la Ley
8/1980, de 10 de marzo, del Estatuto de los Trabajadores,
en proporción a su representatividad, según los resulta­
dos globales a que hace referencia el arto 75.5 de dicha
Ley, para la realización de actividades soci<H:ulturales,
promoción de los trabajadores. organización de activida-.
des de carácter formativo:t otros. dentro de los fines
propios de aquéllas.»

3. Los Fundamentos de Derecho del- recurso son los si­
guientes:

a) El Defensor del Pueblo parte de que el principio de igualdad
-arL 14 de la Constitución- y la libertad sindical -arto 28.1-, que
estima vulnerados, no sólo son nociones inseparables sino términos
recíprocaménte referibles, citando en apoyo de esta tesis las
Sentencias del Tribunal Constitucional 65/1982. y 23/1983, así
como la dictada por la Sala Segunda el 16 de noviembre de' 1983
en el recurso de amparo numo 251/1982.

b) A continuación el escrito se refiere al principio de igualdad
ante la Ley, efectuando diversas 'consideraciones acerca del alcance
del mismo de acuerdo con la doctrina sentada por este Tribunal en
sus Sentencias de 2 de julio, 10 y 16 de noviembre, todas ellas de
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1<981, Y de 26 de febrero de 1982, indicando que en este mismo
sentido es necesario tener en cuenta las Sentencias de la Sec­
ci6n .." de la Audiencia Nacional de 16 de octubre de 1982 y del
Tribunal Supremo de 28 de febrero de 1983, antes mencionadas.
. ~) La libertad sindi~ es objeto de consideraci6n, seguidameo­
te, poniendo de manifiesto Que se encuentra consagrada en los
artículos 1 y 28.1 de la CQnstitución, estimando que el segundo
posee vis absorbente o integradora respecto del primero, conclusión
que apoya en el Convel).io 87 de la OIT, para concluir que ambos
preceptos han de gozar de la protecci6n reforzada establecida por
el arto 53, 1 Y2, de la Constituci6n. Después de aludir al aTl. 9.2
de la Constitución ~n cuanto se refiere a la libertad e ill,ualdad real
y efectiva-, cuyo contenido confluye a su juicio con los 3rtS. 3, 8.2,
Y 11 del citado Convenio 87, el Defensor del Pueblo pone de
marnt1esto Que la COnsttluclón tormula un amplísimo recanoel·
miento de la libertad sindi~, constituyéndola en fuente de todos
los derechos de significación colectiva en el ámbito de relaciones
laborales, de forma tal ~ue comprende dos derechos subjetivos, el
de libertad sindi~ individual y el de libertad sindical colectiva;
por último, .efectúa diversas consideraciones acerca de la libertad
sindical, a partir de los· Convenios internacionales y de las
Sentencias del Tribunal 23/1983, de 25 de marzo, y 37/1983, de 11

_de mayo. ,
d) _En función de las consideraciones anteriores el problema

que se plantea en el recurso, según indica el Defensor del Pueblo,
es doble: En primer lugar, el relativo a si la diferencia del trato
establecida en la Ley 9/1983, por la que las Centrales Sindicales que
no sean las «Illás representativas» quedan excluidas de la percep­
ción de la subv~i6n consigna~ tiene una justificación suficiente
Q,ue la libere de un carácter discriminatorio; y,en segundo térniino,
SI la diferencia de trato establecida por el legislador vulnera
derechos Xlibertades reconocidos en la Constitución, y, en CODere·
lO, el de bbertad sindical proclamado en el arto 28.1 de la misma.
Si bien•. con carácter previo al examen de ambas cuestiones, el
Defensor del Pueblo sostiene que la disposici6n adicional sexta del
Estatuto de los Trabajadores no es, de ninguna manera, babilitante
para aplicarla a distintos supuestos de los éontemplados en la

. misma, citando en apoyo de su tesis las Sentencias 53/1982 y
65/1982. _ .. .

e) En ~nto a la primera cuestión formulada, el Defensor del
Pueblo se refiere a los supuestos en que es posible otorgar a las
organizaciones sindicales «más representativas» determinados pri­
vilegios o ventajas, sin que ello produzca discriminación en
relación con las demás organizaciones sindicales. Después de aludir
a la Sentencia 52/1982 del Tribunal Constitucional, y a diversas
decisiones del Comité de. Libertad Sindi~ del Consejo de Admi­
nistraci6n de la OIT, sostiene que no hay ninguna conexíón lógíca
(de causa'a efecto) entre la finalidad de la disposici6n adicional
sexta del· Estatuto de los Trabajadores y la finalidad de la
subvención; que la concesión de una subvención económica a favor
de determinadas Centrales Sindicales, y no a otras, incide frontal­
mente en el derecho de libertad sindical, en cuanto canaliza,
'predispone, estimula y promueve la elección por parte del trabaja­
dor de aquellas Centrales Sindicales que por gozar de un apoyo
financiero están en condiciones de ofrecer mejores prestacIOnes

"asjstenciales'y!el'Vicios de oefensa; y, por último, que la concesión
por los poderes públicos de ventajas o privilegios a unos sindicatos
en detrimento de otros, siempre que sobrepase los supuestos de una
prioridad en materia de representaci6n, afecta a la libertad sindical,
y, desde luego, en ninguna norma o texto de la OIT, ni del Comité
de Libertad Sindical, se justifica la concesi6n de ventajas económi­
cas a unos sindicatos en contra de otros que tjercen legítimamente
sus funciones. o"~

t) Antes de sentar las conclusioneS a que llega, el Defensor del
Pueblo "analiza las consecuencias reales de la aplicación del texto
legal impugnado, en relación con los resultados de las últimas
elecciones sindicales celebradas, para sostener que la consecuencia
esencial de la diferencia de trato es que las Centrales y organizacio-­
nes sindicales que estén desarrollando, leg(timamente funciones
sindicales representativas, que han obtenido suficiente número de
representantes. sindicales para participar en negociaciones de con­
venios colectivos en ámbitos provinciales e, incluso, nacionales (en
cumplimiento del artículo 87 del Estatuto de los Trabajadores), en
determinadas ramas de la producción, son excluidas de la subven­
(:ión consignada de los fondos públicos, encontrándose las Centra- .
les Sindicales -minoritarias con mayores dificultades para realizar
actividades que son consideradas di$nas de interéS" para el legi.sla-

"dor y merecedoras de apoyo económICO, disfavor que 'afecta a todo
el sector labóJ;al que no está' representado por las Centrales
Sindicales favorecidaS por la subvenci6n. Tal disfa~or,más allá de
su significación económica, afecta al· ,valor del pluralismo que
consagra la Constitución, cuya defensa obliga a que se otorgue- un
"trato equitativo a la pluralidad de organizaciones existentes, y se
'Conculca cuando "Se dificulten las condiciones de ejercicio de sus
derechos a las" minorías, privilegiando s- las mayorías; es más, ~l

artículo 9.3 de la Constitución impone a los Poderes Públicos el
deber de promover las condiéiones para que la igualdad sea real y
efectiva.

4. En virtud de los fundamentos anteriores, y como conelu·
5i6n de los mismos, el Defensor del Pueblo entiende que en el caso
examinado: "

a) Se ha concedido a las Organizaciones Sindicales más
representantivas «privílegios que exceden de una prioridad en
materia de representación en las negociaciones colectivas. consultas
con los gobIernos o incluso en materia de designación de los
Delegados ante Organismos Internacionales» (infonne 36, caso
190, párrafo 193).

b) La concesión de un beneficio económico con destino a
ciertos Sindicatos y con exclusión de todos los demás genera un
indiscutible trato de favor que, por otra parte, vulnera «el derecho
a que la Administración no se injiera o interfiera en la actividad de
las organizaciones sindicales y a no ser éstas discriminadas entre sí
por parte de aquélla de modo arbitrario o irrazonable» (Sentencia
del Tribunal Constitucional 23/1983, de 25 de marzo, en recurso de
amparo número 88/1982 y 16 de noviembre de 1983, en recurso de
amparo nÚmero 251/1982).

c) El trato de favor así legalizado, en tanto en cuanto sitúa a
ciertas centrales Sindicales en una situación de privilegio dentro
del universo síndical de referencia, engendra una desigualdad
jurídica y, de hecho, de innegable relevancia.

d) La ventaja otorgada a las Centrales Sindi<:ales «más repre­
sentativa. no tiene una justificación obje~i~~ y razonable., y. no se
-funda en «elementos que no ofrezcan posIbIhdad de parCIalIdad o
abuso», al quedar- excluidas de la ayuda económica de los fondos
públicos organizaciones sindicales que están cumpliendo legítíma.
mente sus funciones propias como Sindicatos.

e) El disfavor con que la Ley de Presupuestos Generales del
Estado para 1984 trata a.las Orgamzaciones Smdicales no mayorita­
rias es contrario al deber impuesto a los poderes ,públicos en el
artículo 9.2 de la Constitución de «promover las condiciones para
que la libertad y la igualdad del individuo y de los grupos en que
se integra sean reales y efectivas».

1) La exclusi6n de la ventaja otorgada a las Centrales Sindica­
les «más representativas» al resto de los Sindicatos, que ejercen sus
funciones legítimamente, pone en peligro derechos esenciales
comprendidos en la libertad sindical, como los de libre afiliación,
derecho de no sindicación y derecho de fundación de sindicatos,
pues puede conllevar una indirecta presión en el ejercicio de los
.derechos sindicales por parte de los poderes públicos y puede
conducir a una orientación de la afiliación hacia los Sindicatos no
excluidos.

S. Én otrosí a su escrito de interposición, el Defensor del
Pueblo solicitó la acumulación del presente recurso de inconstitu­
cionalidad al de igual clase interpuesto por él mismo el 14 de
octubre de 1983 contra el inciso «más representativas, de conformi­
dad con la disposición adicional sexta de la Ley 8/1980, de iD de
mano, del Estatuto de los Trabajadores...», contenido en el anexo
111, Secci6n 19, de la Ley 9/l983,·de Presupuestos Generales del
Estado para 1983. Dicho recurso.aparece registrado en este Tribu-
nal con el número 687/1983. .

6. Por providencia de la Secci6n Tercera de 4 de abril de 1984 .
'Se admitió a trámite el recurso acordándose los traslados que
previene el artículo 34.1 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitu·
cional (LOTC), así como la publicación de la incoación en el
«Boletin Oficial del Estado». El Senado y el Congreso de los
Diputados, mediante escritos de sus Presidentes de 10 y"11 de abril
de 1984, respectivamente, comunicaron al Tribunal la personación
del Senado en el p~imiento y por ofrecida su colaboración a los
efectos del artículo 88.1 de la LOTC y que el Congreso no hará uso
de las facultades de personaCÍón ni de formulación de alegaciones,
si bien pone a disposición del Tribunal las actuaciones de la
Cámara que pueda precisar.

7. Por ..mto de 27 de abril de 1984, el Abogado del Estado
se persona en el 'Procedimiento.en nombre del Gobierno y formula
alegaciones soliCItando que en su día el Tribunal diete Sentencia
por la que se desestime la demanda.

EI\ su ..mIO, el Abogado del Estado manifiesta que, dado que
los términos del recurso son prácticamente -idénticos al del promo­
vido por el Defensor del Pueblo contra la Ley 9/1983, de 13 de
julio, da por reproducidas, en .aras de la brevedad, las razones
esgrimidas en el escrito de alegaciones que formuló en tal proceso.

Añade la representación del Gobierno que la única variante .dé
redacción que ha apreciado en el· presente recurso· respecto del
promovido contra los p~ptos del ejercicio anterior, estriba en la
cita que hace la demanda de la -Sentencia de 16 de noviembre de
1983 dictada en el recurso de amparo 251/1982. El Abogado del
Estado dice que la Sentencia referida no da por supuesto cualquier
tratamiento desigual dispensado a Jos Sindicatos. equivale a una
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lesión del principio de libertad sindical; pues la «cesión» de. locales
a unas Centrales Sindicales para el ejercicio de funciones que les
son propias no puede considerarse atentatoria a la libertad sindical
al no suponer injerencia alguna de la Administracion. A juicio del
Abo$ado del Estado, dicha Sentencia viene a confirmar el interés
público que late en la institución constitucional de los Sindicatos,
y la legitimidad de medidas de fomento que siendo iguales para
todos tiendan a conseguir precisainente la fortaleza de unas·
organizaciones a las que la Constitución ha colocado en una
posición singulármente privilegiada.

8. Por providencia del Pleno de este' Tribunal del día 7 de
febrero último se señaló para deliberación y fallo el día 21 del
mismo.

11. FUNDAMENTOS JURIDlCOS

1. La Sentencia de este Tribunal del día 14 del actual. mes de
febrero ha declarado inconstitucional el inciso ((IDás representati·
vas, de conformidad con la disposición adicional sexta de la Ley
8/1980. ·de 10 de marzo, del Estatuto de los Trabajadores»,
contenido en la Sección 19, Servicio 01, capitulo 04, artículo 48,
concepto 483, del estado de Gastos de los Presupuestos Generales
del Estado para el ejercicio de 1983, aprobados por la Ley 9/1983,
de 13 de julio. El presente recurso de inconstitucionalidad, promo­
vido también por el Defensor del Pueblo, se dirige respecto de igual
inciso de la Ley 44/1983, de los Presupuestos Generales del Estado
para 1984, por estimar -igual que en el proceso precedente- que
vulnera los articulos 28.1, 7 Y 14 de la Constitución. El desarrollo
de la fundamentación de la Impugnación y la argumentación. que
opone el Ab"ogado del Estado, en nombre del Gobierno de la
Nación, único Que ha comparecido en defensa de la Ley, son
coincidentes, hasta el punto de que el Abogado del Estado ha dicho

-que, dado que los términos del recurso son prácticamente idénticos
al del promovido por el Defensor del Pueblo contra la Ley 9/1983,
de 13 de julio, da por reproducidas.las razODes esgrimidas eD el
escrito de alegaciones que formuló en tal proceso.

2. La identidad de supuestos hace trasladable a este lugar las
razones Que dimos en la mencionada Sentencia y es la misma
solución la que tenemos que adoptar en este caso. Se afirmó
entonces ~que el derecho a la libertad sindical comprende el
derecho de las organizacioDes sindicales a no ser tratadas de forma
discriminatoria por los poderes públicos, discriminación que se
·produce cuando la desigualdad está desprovista de una justificación
objetiva y razonable, que debe apreciarse'en relación a la finalidad
y efectos de la medida considerada, debiendo darse una relación
razonable de pro~rcionalidad entre -los medios empleados y .la
finalidad persegul(¡a». Se dijo entonces que «1a finalidad de la
norma impugnada es la de ayudar a la consecusión de los fines
sindicales de acuerdo con un sistema de lista abierto, que no
excluye por ello la finalidad de defensa. pero que pone el acento en

Pleno. Cuestión de" ¡nconstitucionalidad núm.
620/1984. Senteru:;a núm. 27/1985. de 26 de febrero.

El Pleno del Tribunal Constitucional, compuesto por dOD
Manuel Garda-Pelayo y Alonso, Presidente, don Jerónimo Aroza­
mena Sierra, dOD Angel Latorre Segura, don MaDueI Díez de
Velasco Vallejo, don Francisco Rubío Uorente, doña GloriaBegué
Cantán, don Luis Diez Picaza, don Francisco Tomás y Valiente,
don Rafael Gómez-Ferrer Morant, don Angel Escudero del Corral,
don Antonio Truyol Serra y don Francisco Pera Verdaguer,
Magistrados, ha pronunciado .

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente
SENTENCIA

En la cuestión de inconstituciona,lidad núm. 620/1984, promo­
vida ¡lOr el Capitán General de la 5.a Región Militar, en relación
con el artículo 13.\ de la Ley ~nica 9/1980, de 6 de Doviembre,
de Reforma del Código de JUSlJcia Militar. Han comparecido el
Abogado del Estado, eD nombre y repreSeDtaciÓD del Gobierno, y
el Ministerio Fiscal, y ha sido PODente la Ma¡istrada doña Gloria
Begué Cantón, quien expresa el parecer del Tribunal. .

l. ANTECEDENTES

Primero.-En la causa ordinaria 372/1983, el Consejo de Guerra,
reuDido en zaragoza el día 28 de febrero de 1984, dictó SeDtencia,
que fue elevada al Capitán General de la 5.a ReaiÓD Mili\ilr a los
efectos del artículo 798 de1.Código de Justicia Militar (CJ.M.), eD
la que, tras absolver al soldado Luis Cuesta Cabieces del delito de
«iDsulto de palabra a fuerza armada>a, ·CODdena a los soldados José
Chaterina Urquidi, Francisco AIemany Climent y Luis Cuesta

- tos fines de promoción -que cita expresamente- dentro de Jos
cuales han de incluirse las actividades socioculturales y de forma­
ción, si partimos, como es obligado. de la distinción que efectúa el
articulo 7.° de la Constitución entre defensa y promoción de
intereses». Partiendo de estas consideraciones «y estando confiada
la consecución de -tales fmes por la Constitución a todos los
Sindicatos, sin distinción alguna de carácter expreso, corresponde
a los órganos del Estado demandados en el proceso constitucion~l
la carga de ofrecer la justificación que posee el diferente tratamien·
to». Ni en aquel proceso ni en éste se ha ofrecido una justificación
de este distinto tratamiento, a lo que se añade, como decíamos en
la aludida Sentencia, que «1a subvención de que se trat8c incidirá en
el orden competitivo entre los Sindicatos, al ir dirigida en exclusiva
a los situados eri el vértice de los que han obtenido mejores
resultados en las elecciones, con 10· cual se les situará' en una
p()sición superior a 10s demás para ofrecer mejores servicios a los
trabajadores, más allá de los medíos de que disponll"n y de
cualquier criterio que tome en consideración la proporclOnalidad
de los resultados de las elécciones, o los costes que puede
suponerles la participaci6n en el ejercicio de funciones 'públicas, o
cualquier otro extremo que se justifique como no discnminatorio;
con lo cual se r,uede prod\lcir además una inducción o presión
indirecta para a afiliación de los trabl\iadores a determinados
Sindicatos». La vulneración de la libertad sindical -articulo 28.1 en
conexión con el artículo 7"0 de la Constituci6n-justificó entonces,
y justifica ahora por iguales razones, una declaración de inconstitu­
cionalidad en los términos postulados por el Defensor del Pueblo.

FALLO
En atención a todo 10 expuesto," el Tnbunal Constitucional,

POR LA AUTORIDAD QUE J..E CONFIERE LA CONSTlTU-
ClON DE LA NACION ESPANOLA . .

Ha decidido:

Estimar el recurso de inconstitucionalicta:d y, en con"secuencia,
declarar la inconstitucionalidad rnulidad del inciso ~más represen­
tativas, de conformidad con la dIsposición adicional sexta de la Ley
8/1980, de 10 de marzo, del Estatuto de los Trabaja<;loreSl>.
contenido en ,a Sección 19, Servicio 01, Programa 132, de la Ley
44/1983, de 28 de diciembre, de Presupuestos Generales del Estado
para 1984.

Publiquese en el «Boletín Oficial dei Estad~.

Dada en Madrid a 22 de febrero de 1985.-Finnado: Manuel
Garcia-Pelayo y AIoDso.-Jer6nimo Arozamena Sierra.-Angel Lato­
rre Segura.-Manuel Diez de Velasco Vallejo.-Frantisco Rubio
Llorente.-Gloria llegué Cantón.-Luis bíez Picazo.-Francisco Te­
más.y ValieDte.-Rafael Gómez-Ferrer Morant.-Angel Escudero del
CorraL-Antonio Truyol Serra--Francisco Pera Verdaguer.

Cabicces a. la pena de diez meses de prisión, como autores
responsables de un delito consumado de ~u1traJes a la Bandera
NacioDailo en IUF militar.

Notificada dicha Sentencia a las partes, el Letrado defensor de
los en ella coDdenados formula recurso contra la ntisma a tenor de
lo previsto en el art. 797 del C.J.M. y, para el caso de que fuera
desestimado, anuncia recurso de casaClón ante el Consejo Supremo
de Justicia Militar. Por su parte, el Ministerio Fiscal DO impugna
la Sentencia en cuestión. "

SeguDdo.-Por Decreto auditoriado núm. 1962, de 6 de junio de
1984, el Capitáll General de la 5.a Región Militar acuerda aprobar
la SeDtencia en lo que respecta a la absolucióD del soldado Luis
Cuesta Cabieees y plantear, en ese momento procesal, cuestión de
inConstitucionalidad del párrafo del arto 13.1 de la Ley Orgánica
9/1980, de 6 de Doviembre, que dice así: <csuperior a tres años de
duración en una de ellas o en la suma de varias de las impuestas
a un mismo condenado». Al mismo tiempo,j' e~ ~rnplimiento de
lo dispuesto eD el articulo 36 de la Ley ~ca del Tribunal
ConslJtucioDal (LO.T.C.), acuerda pasar preVlalllente los Autos al
Juzaad(J Togado Militar PermaneDte de inStruodÓD núm. 1, a fin
de deducir testimonio de los Autos principales y de las alegaciones
deducidas por las par\eS condenadas y por el Ministerio Fiscal.

Ten:ero.-EL Fiscal Jurídico Militar, en escrito de 19 de JUDio de
1984, entiende que existe una identidad esencial entre el supuesto
sometido al Tribunal cODstitucional que dio lugar a su Sentencia
núm. 76/l9g2, de 14 de diciembre, y el supuesto a que se refiere el
precepto legal cuy. coDstitucionalidad se cuestiona, y que de la·
validez constituCIonal de este precepto depeDdl!, eD definitiva, la
decisióD de la presente causa, por cuanto que la Sentenci. dictada
por el Consejo de Guerra habria de someterse al Capitáll General
en orden a su ~sible aprobación, eD un caso, o al Consejo
Supremo de JustIcia Militar aDte qmeD los condeDados pretenden
interponer recuno de casación, en el otro. Por ello, considera que


